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In^er^eses públicos y particulares en la enseñanz^ estatal
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Subardinados al &n último de la alabanza al Cr^a-
dar, comt'tn a toda la creación, tienen los distintos
órdeaes de Esta sus peculiat^es fincs suprcmos, que do-
ber► cumplirse en armónica jerarqufa para obtener la
pçrfección del conjunto. Es asf como el Estado debe
tbner por meta de sus actos el bien comúa de los
ciudadanos y la Administración la plcnitúd de sus
scrvidos.

Propio de otros momentos serfa exponer cómo en-
tre esos scrvicioa ha llegado a contarse el de la edu-
cación y cuáles deban ser sús limites y sus condicio-
txes; mas al presente propósito le basta constatar cl
hecho para deducir de él la existencia de uno de esps
fi^s supremos, aunque particulares: la perfecta actua-
ción, el cumplido desenvolvimiento de un sistema
cdycativo quo el propio Estado organiza y sostiene
y al que con exptesión ya invetcrada dcnominamos
comúnmente "cns^ñanza oficial".

Entraña ésta, por tanto, un conjunto de intereses
públicos que suponemos justamente ordonados a aquel
bien común social a que aludfamos. Pero ocurre que
su realizacióu tiene que ser encomendada, como la
dc otros servicios públicos, al elemento pcrsonal, que
se va a ofrecer para asumirlos sin renunciar a su
intimidad y a su patrimonio de derechos.

Efectivamente, en el profesor oficial se acumulan
tres realidades: la de pcrsona, la de educador y la de
funcionario, cada una de las cuales puede constituirse
en núcleo de unos intereses distintos (no decimos to-
davía si serán opuestos) de los que tiene el Estado
como tal. El profesor oficial esgrimirá en todo mo-
mento sus dércchos personales, que queremos en-
tender aquí en un sentido amplio, desde la dignidad
y la libertad hasta el cuidado de su salud o el de la
educación de sus hijos; al mismo tiempo, como edu-
cador, reivindicará el derecho a cultivar su vocación
profesional con un esfuerzo constante de perfecciona-
miento; como funcionario, en fin, aspirará a la in-
amovilidad, al respeto de su función pública, a de-
ttrminadas garantfas esptciales.

De ingenuos serfa pensar que, cuando la comple-
jidad política y los cambios de circunstancias perso-
nales son tan grandes, los intereses públicos de la
enseñanza y los del profesorado oficial hubieran de
ser idénticos siempre y en todas sus manifestaciones.

Lo natural,' por el contrario, es que la disparidad
pueda ser tan ordinaria cumo la vida, aunque la vio-
lencia de la misma admita muchos grados de inten•
sidad; y como el Estado no puede pretender el bien
común prescindiendo de que éste alcance a la cate-
gorfa de sus ciudadanos más apta para promovcrlo,
siempre tcndrá como uno de sus problemas latentes
el dc la armonía entre esos intereses públicos y pri-
vados.

Con las afirmaciones preccdentes no sc intenta en
absoluto presentar la oposición de intereses como es-
tado habitual; ni es estado habitual ni, en muchas
de sus manifestaciones, tiene una trascendencia re-
levantc; pero es un estado posiblo dentro del marco
general que seguidamente intentaremos trazar.

Convendrfa distinguir, al tratar de la coincidencia
de intereses, entre el fin de la educación (o, de modo
más concreto, la finalidad de la enseñanza oficial) y
los medios que conducen a ese mismo fin. Si de éste
se trata, parece evidente que el Estado tiene que exi-
gir un minimo de coincidencias del interés privado
con el público, sin ol cual la función docente pública
no deberá ser puesta en manos de una determinada
persona; quien intentase acercarse a los educandos
más como ave rapaz que como padre, por oculto que
guardase su intento, habrfa de ser duramentc recha-
zado de la enseñanza y aun apartado de la convi-
vencia social.

Mas también el Poder público tiene aquí un ries-
go dc que guardarse, y es el de identificar un inter ĉs
partidista o imperfecto con el auténtico bien común;
la subordinación del interés particular de un profe-
sor al interés de la Administración docente sólo pa-
rece que pueda tener perfecta explicación cuando este
último coincide a su vez con el verdadero fin de la
educación.

Admitimos, en consecuencia, que cuando sc trata
del verdadero interés público de la enseñanza no calx
reconocer la existencia de otros que contra él attn-
ten; mas, si pasamos al orden de los medios, la ex-
clusibn no podrá scr tan decisiva. Sin duda, muchas
veces la compenetración será perfecta; en algunas oca-
siones la colisión podrá ofrecer caracteres radicales y
exigirá el triunfo del interés público; pero entre am-
bos extremos queda un amplio campo en el que pue-
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den darse numerosos casos de divergencia. Y si es
labor delicada la de precisar cuándo resulta intolera-
ble determinado interés particular, no lo es menos
para el Estado tratar de conjugar las tendencías di-
vergentes a que ahora nos rcferimos.

Vayan por delante unos ejemplos con el propósito
de mostrar en forma más dara lo que al hablar de
simples divergencías entendemos. Beneficio de la en-
señanza es que los profesores perfeccionen su pre-
paración mediante viajes dc estudios, mas a! profesor
puedc convenirle no sacrí&car la totalidad de sus va-
caciones dedicándolas a esos viajes cuando tal vez
necesita del reposo más que de una continuación del
esfuerzo intelectual; a un profesor puede interesarle
el apartamiento temporal de la función docente cuan-
do la Administración juzga, por el contrario, que es
necesario que continúe al frente de aquélla; a otro
puede convenirle permutar su destino para trasladarse
a una localidad en donde sus hijos tengan mayores
facilidades para los estudios, mientr^s el abandono
de su anterior pucsto resulta perjudicial para el éxito
de una determinada acción educativa. Los casos, como
se aprecia, pueden multiplicarse sin limitacfón.

^tCómo habrá de acometerse la ordenación de estas
cuestiones?

Un juicio excesivamente liberal puede llevar a la
conclusión de que, en todo lo que no atenta positiva-
mente al bien de la educación, e1 grofesorado debe
gozar de libertad plena, de suerte que el ordenamien-
to jurfdico-administrativo, en este campo; tiene que
adecuar sus normas a ese imperio de la voluntad par-
ticúlar. Tendríamos asf, v. gr., permutas incondicia
nadas, licencias sin limitación, traslados en cualquier
época del curso y tantas otras manifestaciones aná-
logas, más próximas a la anarqufa que al derecho.

Mas, como tan diffcil resulta guardar la equidad,
bien podrfa ocurrir que, como reacción contra la li-
bertad abusiva, el Estado privase a sus profesores de
toda o casi toda su libertad. Hacer oposiciones a una
cátedra determinada serfa poco menos que condenarse
a una servidumbre, salvo para caer en otra peor: la
del traslado forzoso por interés de la enseí^anza. La
nota indispensable de colaboraĉión, de adhesión afec-
tiva, a la finalidad del servicio prestado por el fun-
cionario dejarfa paso a una sola y dura obligación:
servir.

Ninguna de esas dos soluciones lo es de verdad,
porque ni cl interés privado es soberano ni el estatal
puede anularlo por completo. Otro criterio debe im-
perar en la superación de las divergencias: el criterio
de conjugación.

Si los miembros del profesorado oficial deben con-
siderar su vocación y su función pública como un
doble honor que los estimule a los mayores sacrifi-
cios por el bien de la educación, la Administración,
por su parte, debe considerar que la satisfacción per-
sónaí de los profesores, el ambiente de paz que las
normas jurídicas y las medidas económicas les pro-
curan no constituyeíl sinlplemente beneficios particu-
lares, sino que son piezas capitalcs para el triunfo del
interés docente público, por sf mismas y en cuanto
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causas de un entusiasmo vocacional y de una tran-
quilidad espiritual que forzosamente sc reflcjarán en
el ejercicio de la enseñaliza. De este modo se tras-
plantan intereses privados al orden público, „^ero no
para privarles de contenido subjetivo, artti'es'p,̂ i2^a
teñir la acción pública de matices I1^s ^,y,^ entK^.,• • ^ ,
ñables.

Los medios técnicos, vaIga la su^ón, deben re-
flejar la vigencia de ese principio e?con)tigación, ya
se trate de las instituciones, ya de`"^^ aĉción que tien-
dc a darles vida.

Por una parte, en efecto, es neatesario contar con
instituciones jurfdicas apropiadas. I.at, inamovilidad y
la remuneración, los ascensos y las p^rmutas, las co-
misiones de servicio lo mismo que loŝ pcrmisost..^i^
cencias, excedencias y jubilaciones, deben haltái^e de
tal manera regulados quc el interés particular de los
profesores encuentre en ellos_ un cauce de expansión
en aquella medida que el bien de la enseCianza, he-
cho comprensivo, lo tolere.. Dfgase lo mismo del pro-
cedimíento administrativo ordinario y de las vías dc
recurso.

Por otro lado, hay que tener presentc que las ma
jores buenas voluntadcs pueden resultar ineficaas
cuando cada una marcha por un camino. Si cs ncce-
sario conjugar intcreses divergentes, también lo es
conjugar la acción de quienes tienen a su cargo pro-
curar aquella armonía. Con esto propugnamos una
acción administrativa uniforme que comprenda tres
aspectos: la coordinacióll•de los órganos que ptodu-
cen las normas, la unídad de interpretación y ls^ ob-
servancia dol procedimiento.

Podrfa ocurrir que una falta ck concordancia entre
nbrmas emanadas de dos autoridades distintaa pusiera
a un determinado profesor en el dilema de tener
que quebrantar una de tllas si ha de gozar del be-
neficio que la otra le concede; por ejemplo, si se re-
cibe una pensión de estudios para trasladarse al cat-
tranjero en un momento cn que otras normas de
disciplina no lo permiten o por un período de tiempo
superior al que éstas autorizan.

Distinto es el caso de un precepto legal cuya apli-
cación corresponde por igual a diferentes brganos, los
cuales lo intcrpretan dc modo dispar; v, gr., en el
caso de la excedencia activa, donde se podfa discutir
el derecho al sileldo hasta que se dictó una norma de
interpretación auténtica.

Por último, pcrmftasenos insistir en la necesidad
de la observancia de las reglas procesales administra-
tivas, porque el conceder a destiempo lo pedido pue-
de cquivaler muchas veces a su denegacibn.

Entre todas estas rápidas consideraciones quisiéra-
mos poner más de rclievc una conclusión, y es ésta:
que la Administración debe considerar cada vez más
suyos los intereses persollales de los profesores ofi-
ciales; no en el sentido de estatificar su vida privada,
sino tn el dc atender aquellos intcreses en la regla-
mentación y en la acción como factores importantes
para el éxito del interés público: de la educación, me-
dio principal a su vez para el bien común.


